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Senador

LUIS  FERNANDO  VELAZCO 

Presidente Comisión Primera 

SENADO DE LA REPÚBLICA


E.    S.      D.

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al proyecto de Ley Estatutaria No. 136  de  2011 “Por medio de la cual se reglamenta el derecho a la objeción de conciencia”

Con el  fin de  dar cumplimiento a  las disposiciones de la Ley 5 de 1992, en nuestra condición de ponentes del Proyecto de Ley Estatutaria de la referencia, procedemos a rendir el informe correspondiente de la siguiente manera:

 
ORIGEN DEL PROYECTO

La H. Senadora Maritza Martínez Aristizábal, presentó a  consideración de la corporación un proyecto de ley estatutaria para precisar las normas por las cuales en Colombia el derecho a la objeción de conciencia será efectivo. A su vez, la H. Mesa directiva de la Comisión Primera tuvo a bien designarnos como ponentes de esta importante iniciativa. 

Estos antecedentes, permiten que realicemos las siguientes consideraciones respecto del asunto en estudio:
Tal como lo exponen los motivos del proyecto original, la regulación es necesaria, tanto por compromisos internacionales como por la misma dinámica del derecho que está en continua evolución. 
Entre el catálogo de derechos que debemos garantizar, se encuentran el del libre desarrollo de la personalidad, el de la libertad de conciencia y el de la libertad de cultos, derechos fundamentales que resultan de especial trascendencia respecto del proyecto de ley en estudio, ya que de alguna manera, sus núcleos esenciales son desarrollados en el articulado, al crear el derecho de objeción de conciencia, y claro está, son también el limite material legislativo al que estamos sometidos, tanto para regular sus alcances como para no irrespetar las demás disposiciones del ordenamiento.
Para dichos efectos se ha establecido que “las convicciones deberán ser de tal entidad que condicionen el accionar del objetor de conciencia. … las características que según la Corte deben reunir las creencias del individuo para poder ejercer el derecho a la objeción de conciencia son: primero, las creencias que se aduzcan han de ser de tal entidad que condicionen el accionar del individuo. El accionar del sujeto y sus creencias internas deben guardar coherencia; además, la relación entre el  accionar y las creencias del individuo ha de exteriorizarse (es decir, que no puede permanecer en la esfera interna de éste). Segundo, las creencias deben ser profundas; es decir, la convicción o creencia personal no puede ser superficial, sino que afecta de manera integral la vida del individuo y su forma de ser. Tercero, las creencias deben ser fijas; no pueden ser modificadas fácil o rápidamente. Cuarto, dichas creencias deben ser sinceras; esto quiere decir que se exige ser honestas y no falsas, acomodaticias o estratégicas, por ejemplo, para evadir el cumplimiento de un deber jurídico, como lo es prestar el servicio militar. …”

Será posible objetar un mandato jurídico, cuando la disposición contrarié un verdadero elemento fundamental de la concepción de vida de la persona natural.

La objeción de conciencia que se pretende regular, se encuentra íntimamente relacionada cuando menos con los derechos fundamentales relacionados en los artículos 16, 18 y 19. Las nociones constitucionales no acaban allí, se amplían por el contrario con el Bloque de Constitucionalidad de los artículos 93 y 94
, motivo por el cual, cuando menos, para una adecuación legislativa, deben tomarse en consideración las siguientes disposiciones:

Declaración universal de derechos humanos
Artículo 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.

Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre

Artículo III. Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en privado. Artículo IV. Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.

Pacto internacional de derechos civiles y politicos

Artículo 18

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

Convención Americana sobre derechos humanos

Artículo 12.  Libertad de Conciencia y  de Religión

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión.  Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado.

 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 

 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 

 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

Los ponentes para primer debate restringieron parcialmente el ámbito de aplicación que fuera presentado en el proyecto inicial, de manera que las obligaciones constitucionales se encuentran por fuera de la órbita de omisión al deber, así como todas aquellas actividades civiles o comerciales pactadas con el lleno de los requisitos legales.
Primero, porque la constitución es norma de normas, y no puede existir ninguna ley que contradiga sus postulados, y segundo, en tanto que el artículo 95 de la constitución establece claramente, la obligación de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del estado dentro de conceptos de justicia y equidad, fenómeno impositivo que como se dijo no puede estar sometido a las concepciones personales de quienes se encuentran en nuestro territorio. Igualmente, obsérvese que sería bastante gravoso para la estabilidad del sistema que un médico objetase conciencia en un momento en el que cualquier paciente se encuentre en estado crítico, por eso, es preciso que se mantenga el deber de cumplir el artículo en referencia, ya que establece como deber, el de responder con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida.
 
La observancia de prácticas que atentan contra la vida o la integridad física tampoco está protegida por las libertades que amparan la objeción de conciencia. Puede verse que el comité de Derechos Humanos recomendó que se extremasen los esfuerzos para eliminar la práctica de la inmolación de viudas o la explotación sexual de niñas so pretexto de tradiciones religiosas. El derecho a observar los preceptos de carácter religioso está supeditado al principio de igualdad y a la prohibición de discriminación. El estado no puede permitir la aplicación del derecho religioso en el ámbito del derecho civil y de familia cuando las normas religiosas discriminan a la mujer, téngase como referencia la Poligamia.

El hecho de hacer parte de una sociedad auto conformada y democráticamente organizada nos convoca a respetar unos mínimos comportamientos, razón por la que no todos los deberes impuestos a las personas son excusables, tal y como se desprende de lo expuesto en el libro de la oficina en Colombia del alto comisionado de las naciones unidas para los derechos humanos, y además, de las formas de participación democrática que mantiene nuestro ordenamiento, con las que en cualquier momento las personas que se sientan vulneradas por cualquier norma constitucional pueden perseguir la modificación de esa disposición especifica.

La objeción de conciencia como derecho fundamental, se puede considerar como una forma de resistencia hacia una norma legal, siempre que esta reserva se produzca por la aparición de un conflicto entre las obligaciones morales, religiosas o de justicia de la persona y el cumplimiento de un precepto legal, y de que debe ser tan notoria la contradicción que el sujeto está dispuesto a no realizarla sin importar la consecuencia, por tanto serán los principios, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y las Observaciones del Comité de Derechos Humanos, la fuente jurídica para resolver los casos que se presenten. Razón esta, que sustenta además la substracción del articulado que hacía referencia específica al servicio militar y a otros casos específicos en el artículo 13 del proyecto original, pues tal como no sirve ningún formato para solicitar la aprobación de la objeción, tampoco es útil o pertinente prever tipos de casos, que si bien en apariencia parecen iguales, sólo podrán ser valorados situación por situación.
Ahora bien, es pertinente establecer que del proyecto original se retiró la obligación alternativa y el servicio social alternativo. Esto por cuanto, hay que realizar una precisión y es que bajo los términos de la observación general No. 22, no es posible discriminar a los objetores de conciencia por abstenerse de cumplir el deber señalado, pues dicha actitud equivaldría a afirmar que por su forma de pensar, creer o sentir, el estado asume que es una conducta equivoca y que de alguna manera debe ser castigado, como si lo que hiciese está mal, y por tanto, se vulneraria la esencia misma de las libertades que se intentan desarrollar. La objeción de conciencia no atenta contra la igualdad de las personas que si cumplen con el deber, en tanto estas no presentan ningún conflicto interno y personalísimo, el principio y derecho de igualdad debe entenderse en el sentido de que si la persona pensara igual, tendría la misma garantía.

Es necesario dejar establecido en esta ponencia, que el articulado que se presenta a consideración de la plenaria, surge de una comisión accidental, integrada por los H. Senadores Carlos Enrique Soto Jaramillo, Parmenio Cuellar Bastidas y Jesús Ignacio García, que fue nombrada para integrar al mismo, las distintas proposiciones que surgieron en el debate, de manera que la ponencia presentada para primer debate fue modificada en el siguiente sentido:
El artículo 1, hace claridad en que son las naturales las que pueden ejercer, con base en sus libertades de expresión, conciencia, y de cultos, la objeción de algunas obligaciones legales como forma de respeto a su concepción de vida, sin alterar con ello el orden social justo que busca la constitución política.  

Esta disposición recoge las propuestas de los honorables senadores, Parmenio Cuellar Bastidas, Jorge Eduardo Londoño, y Jesús Ignacio García.

El artículo 3 desarrolla los principios esenciales que se deben tomar en consideración al momento de resolver los escritos de objeción de conciencia, tal como lo solicito el Honorable Senador Luis Carlos Avellaneda.

El artículo 4 establece que el derecho de objeción de conciencia es un derecho fundamental, tal como lo solicitaron los Honorables senadores Parmenio Cuellar Bastidas y  Manuel Enriquez Rosero, y se restringe el ámbito de protección pues ya no se hace referencia al genérico de libertad, sino específicamente a la libertad de expresión, la libertad de conciencia y la libertad de cultos, tal como lo solicitó el Honorable Senador Jesús Ignacio García.

El artículo 6 fue modificado atendiendo lo solicitado por el Honorable Senador Parmenio Cuellar Bastidas, en el sentido de indicar que se trata de una formulación, en la cual se deben  indicar los medios con los que puede demostrar la veracidad de sus afirmaciones, y en la que el funcionario que conozca debe instruir al objetor sobre las sanciones penales a que podría hacerse acreedor si falta a la verdad.

En el mismo sentido se recogieron las proposiciones de redacción de los artículo 8, 9 y 10 del Honorable Senador Parmenio Cuellar Bastidas.
Finalmente para la discusión en plenaria, se realizan 3 modificaciones de forma, en primer lugar, se redacta el artículo primero para que guarde correspondencia con el artículo 2, por tanto no se hace referencia a “algunas obligaciones legales”, sino a un deber legal o reglamentario; en segundo lugar, se adiciona al artículo 8 que se trata del código contenciosos administrativo o la norma que la sustituya o remplace, dado que actualmente conoce esta corporación de un proyecto de ley, que regulará todo lo que tiene que ver con el derecho de petición; en último lugar, se corrige la referencia al código contencioso administrativo del artículo 9, ya que debe hacerse referencia al Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
PROPOSICIÓN:
Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicitamos a los  miembros de la Plenaria del Senado, dar segundo debate y aprobar el Proyecto de Estatutaria No. 136  de  2011 “Por medio de la cual se reglamenta el derecho a la objeción de conciencia”, junto con el pliego de modificaciones propuesto.
Cordialmente,
CARLOS  ENRIQUE SOTO  JARAMILLO

Coordinador de Ponentes

PARMENIO  CUELLAR  BASTIDAS

Coordinador de Ponentes

HEMEL HURTADO ANGULO

Senador

JORGE EDUARDO  LONDOÑO ULLOA

Senador

EDUARDO ENRIQUEZ  MAYA 
Senador

JUAN  FERNANDO  CRISTO BUSTOS

Senador




PLIEGO DE MODIFICACIONES  PROPUESTO   PARA  SEGUNDO  DEBATE  AL PROYECTO DE LEY  ESTATUTARIA No. 136 DE 2011

“Por medio de la cual se reglamenta el derecho a la objeción de conciencia”

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

DECRETA:

I. CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco jurídico por el cual las personas naturales pueden ejercer sus libertades de expresión, conciencia, y de cultos, de manera que puedan objetar un deber legal o reglamentario como forma de respeto a su concepción de vida, sin alterar con ello el orden social justo que busca la constitución política.  
Se busca por tanto lograr la solución integral y pacífica de los conflictos que surgen cuando se enfrenta una orden o mandato legal y las concepciones religiosas, filosóficas o morales más profundas de una persona, sin que tales concepciones puedan implicar desconocimiento de obligaciones legalmente aceptadas o posiciones extremistas que impidan mantener el debido orden social.
ARTÍCULO 2. FINALIDAD. Igual al artículo 2 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 3. PRINCIPIOS. Igual al artículo 3 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 4. TITULARES. Igual al artículo 4 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 5. GARANTIA DE LOS DERECHOS. Igual al artículo 5 del texto aprobado por la comisión.
II. CAPÍTULO SEGUNDO

Procedimiento
ARTÍCULO 6. FORMULACIÓN.  Igual al artículo 6 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 7. PRUEBA. Igual al artículo 7 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 8. ASPECTOS NO REGULADOS. Los aspectos no regulados en esta Ley se resolverán de conformidad con las disposiciones previstas para el derecho de petición ante autoridades del Código Contencioso Administrativo, las normas que la complementen o la sustituyan, en el perentorio término de quince (15) días calendario.
III. CAPÍTULO TERCERO

Competencia
ARTÍCULO 9. AUTORIDAD DE CONCIENCIA. La solicitud de objeción de conciencia será decidida por la Defensoría del Pueblo.


Parágrafo 1. Los conflictos de interés y causales de impedimento y recusación, se resolverán por la defensoría del pueblo en los términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Su decisión podrá ser recurrida a través de la acción de tutela. 

Parágrafo 2. La objeción presentada por funcionarios de la Defensoría del pueblo, será resuelta por los jueces de circuito, que actuaran como jueces constitucionales. 

IV. CAPÍTULO CUARTO
Otras Disposiciones
ARTÍCULO 10. PROHIBICIONES. Igual al artículo 10 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 11. REGIMENES ESPECIALES. Igual al artículo 11 del texto aprobado por la comisión.
ARTÍCULO 12. VIGENCIA. Igual al artículo 12 del texto aprobado por la comisión.
Cordialmente,

CARLOS  ENRIQUE SOTO  JARAMILLO

Coordinador de Ponentes

PARMENIO  CUELLAR  BASTIDAS

Coordinador de Ponentes

HEMEL HURTADO ANGULO

Senador

JORGE EDUARDO  LONDOÑO ULLOA

Senador

EDUARDO ENRIQUEZ  MAYA 

Senador

JUAN  FERNANDO  CRISTO BUSTOS

Senador

� Ibídem 5.


� ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 


ARTICULO 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ellos.


� ARTICULO 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 


Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. 


Son deberes de la persona y del ciudadano: 


1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios; 


2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas; 


3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituídas para mantener la independencia y la integridad nacionales. 


4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia pacífica; 


5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país;  


6. Propender al logro y mantenimiento de la paz; 


7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia; 


8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano; 


9. Contribuír al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad.


� Ibídem 5. Pág. 649.





